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I. Introducción

El presente trabajo de investigación tiene por objeto examinar el proceso de 
juridificación de los animales en el derecho ambiental, y para tal propósito 
se ha dividido en dos partes. En la primera de ellas, se realiza una breve des-
cripción de los tres conceptos que son objeto de análisis en este escrito: i) la 
juridificación; ii) los animales, y iii) el derecho ambiental. En la segunda par-
te, se lleva a cabo un estudio de la forma en la que los animales han quedado 
juridificados a través de esta rama del derecho, atendiendo a una revisión su-
cinta de los desarrollos que en esta materia se han tenido tanto en la norma-
tividad internacional ambiental como en la normatividad nacional mexicana 
(específicamente, en la constitucional). De manera tal que se hace referencia 
a que el tratamiento jurídico ambiental que se les ha dado a los animales —los 
cuales han recibido denominaciones diversas, tales como “recursos natura-
les”, “especies”, “fauna”, o “vida silvestre”— ha estado sustentado en una 
visión de corte proteccionista, si bien esta ha sido de tipo antropocéntrica. 
Esta forma de juridificar al animal en el derecho ambiental como resultado 
de regular primordialmente las relaciones de los seres humanos con aquello 
que es ambiente, donde los animales son o forman parte precisamente de este 
último, ha oscilado entre normas jurídicas destinadas a su aprovechamiento y 
conservación, normas desarrolladas en el marco de una protección ambiental 
integral u holística y de preservación y restauración del equilibro ecológico, 
normas relacionadas con conceptos tales como los de biodiversidad y susten-
tabilidad, y normas vinculadas al bienestar animal. Cabe mencionar que en 
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ninguno de estos casos se ha transitado propiamente hacia lo que se conoce 
como la descosificación de los animales y, por ende, a reconocer que estos 
son titulares de derechos. Sin embargo, ante el avance normativo a nivel 
nacional (que no tanto internacional) en el reconocimiento de derechos a 
la Naturaleza1 en diversos países, se ha inferido que tal reconocimiento (por la 
vía indirecta o por extensión) incluye a los animales, porque estos son parte 
integrante de ella.

II. Algunas precisiones conceptuales

Es imprescindible, antes que nada, familiarizarse con el significado de los 
tres conceptos que le dan forma y contenido al título de este trabajo: i) la 
juridificación; ii) los animales, y iii) el derecho ambiental. Establecer una definición 
o descripción lo más precisa posible de cada uno de ellos permitirá conocer 
cómo ha sido el trato jurídico que se le ha dado a estos seres vivos a los que 
denominamos animales, en lo particular, desde una disciplina jurídica cuyo 
objeto de estudio y regulación es la protección del ambiente.

1. La juridificación

El término juridificación apareció por vez primera en el Diccionario de la 
lengua española en su edición más reciente, la vigesimotercera, que correspon-
de a la edición del tricentenario publicada en 2014.2 Según este diccionario, 
“juridificación” significa “Acción y efecto de juridificar”, y “juridificar” sig-
nifica “Regular en derecho una situación anteriormente no prevista en las 
normas”.3 Esta propuesta lexicográfica da pauta para señalar, ab initio, que 
la juridificación supone una acción orientada a hacer jurídico (i. e. regular en 

1		  Debe advertirse que la palabra Naturaleza con mayúscula se ha utilizado cada vez con 
mayor frecuencia, particularmente en diversos documentos o instrumentos internacionales, 
como lo son las resoluciones de la Asamblea General de las Naciones Unidas. Ahora, se utili-
za no sólo cuando se hace referencia a sus derechos (i. e. los derechos de la Naturaleza), sino 
para cuando se le refiere en cualquier otro contexto. Véase al respecto Asamblea General, 
Armonía con la Naturaleza. Informe del Secretario General, Naciones Unidas, A/77/244, Septuagé-
simo séptimo periodo de sesiones, 28 de julio de 2022.

2		  En efecto, la edición anterior, la vigesimosegunda, publicada en 2001, no incluyó di-
cha palabra. Esto puede corroborarse en la página principal de la Real Academia Española 
consultando el diccionario antes citado. Véase Real Academia Española, Diccionario de la 
lengua española (2001), consultable en: https://www.rae.es/drae2001/juridificación.

3		  Real Academia Española, Diccionario de la lengua española, 23a. ed., Madrid, Real Aca-
demia Española, Edición del Tricentenario, t. II, 2014.
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derecho) aquello (i. e. una situación) que aún no lo está a través de una nor-
ma jurídica (i. e. lo que todavía no está previsto en ella). En nuestro idioma, 
la existencia de vocablos como los de “juridización”,4 o “juridicización”,5 
podrían sugerir cierta sinonimia con el concepto de juridificación, pero aun 
si esto fuera posible, es importante dejar en claro que ninguno de esos voca-
blos ha sido reconocido por los diccionarios de la lengua española, según se 
advierte —al realizar la consulta respectiva— en el Nuevo tesoro lexicográfico de 
la Real Academia Española.

La juridificación ha de entenderse primordialmente y en sí misma como 
un proceso, si bien en ocasiones se prefiera para estos mismos efectos el vo-
cablo fenómeno. De modo tal que es común el uso de la expresión el proceso de 
juridificación de una situación, o también, y de manera escueta, el de la juridifi-
cación de una situación. Ahora bien, el vocablo situación puede hacer referencia 
a muchas cosas: procesos, fenómenos, acontecimientos, realidades, deman-
das, intereses, ideas, conceptos, o simplemente cuestiones que existen o que 
suceden, y que son de diversa índole. Algunos ejemplos en el uso de las ex-
presiones antes mencionadas respecto a una diversidad de situaciones son: 
el proceso de juridificación de la historia;6 el proceso de juridificación de la 
actividad administrativa, financiera y tributaria;7 el fenómeno de juridifica-
ción de la economía (o económica) en el sistema comercial internacional;8 
la juridificación de la democracia y/o la juridificación de la soberanía;9 la 

4		  Para conocer algunos antecedentes históricos sobre el uso (en traducción) de este 
término, véase Aguirre Román, Javier Orlando et al., “Entre la juridificación y la profundiza-
ción de la democracia social: elementos para pensar los conflictos alrededor de los manuales 
de convivencia en las instituciones educativas y los derechos fundamentales de los estudian-
tes”, Estudios Socio-Jurídicos, 22(1), enero-junio de 2020, pp. 397 y 398. DOI: http://dx.doi.
org/10.12l804/revistas.urosario.edu.com/sociojurídicos/a.7604.

5		  Término empleado (en traducción) en Ost, François, Naturaleza y derecho. Para un debate 
ecológico en profundidad, trad. de Juan Antonio Irazábal y Juan Churruca, Bilbao, Ediciones 
Mensajero, 1996, p. 97.

6		  Spigno, Irene, “Argumentaciones constitucionales contra la juridificación de la inves-
tigación histórica”, Cuestiones Constitucionales. Revista Mexicana de Derecho Constitucional, núm. 36, 
enero-junio 2017, pp. 168 y ss.

7		  Lago Montero, José María, “El control judicial de la actividad administrativa, finan-
ciera y tributaria. Una nota codificadora”, Boletín Mexicano de Derecho Comparado, nueva serie, 
año XXXV, núm. 103, enero-abril de 2022, pp. 116 y ss.

8		  Medina Romero, Miguel Ángel, “Las negociaciones jurídico-institucionales multila-
terales y la actividad comercial internacional: la juridificación económica”, Revista Dilemas 
Contemporáneos. Educación, Política y Valores, año IX, edición especial, núm. 85, octubre 2021, 
pp. 2 y ss.

9		  Aragón, Manuel, “La democracia como forma jurídica”, Working Paper, núm. 32, Bar-
celona, 1991, passim.
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juridificación de la política;10 la juridificación de la bioética;11 la juridifi-
cación comunitaria;12 la juridificación de la Naturaleza;13 la juridificación 
de la cuestión ambiental,14 etcétera. También se han utilizado este tipo de 
expresiones en relación con los animales, tal como lo han sido, por mencio-
nar un par de ejemplos, el proceso de juridificación de la protección de los 
demás animales15 o, meramente, la juridificación del animal.16

Dicho lo anterior, es relevante precisar que, tratándose de los anima-
les, el proceso de juridificación respectivo cuenta con un rasgo distintivo. 
Este consiste en que los animales han estado juridificados desde hace mu-
cho tiempo a través de normas jurídicas que los han considerado (y que 
los siguen considerando) cosas en propiedad, i. e. objetos de propiedad y, 
por ende, han estado sometidos a diversos usos y aprovechamientos para 
beneficio de los seres humanos.17 Este fenómeno, al que comúnmente se 
le conoce como “cosificación animal”, es una pieza central de los actuales 
sistemas jurídicos de aquellos países que han estado influenciados tanto por 
la tradición jurídica romana, que en su momento incluyó al animal como 
una parte integrante de la propiedad, como por la posterior codificación 
napoleónica,18 y que ahora se encuentra normada en los códigos civiles con-
temporáneos de estas naciones.

Con el paso del tiempo, sin embargo, han ido apareciendo nuevas si-
tuaciones respecto del animal, que si bien no han estado ampliamente pre-

10		  Sieder, Rachel, “The juridification of  politics”, en Foblets, Marie-Claire et al., The Oxford 
Handbook of  Law and Anthropology, 2020, passim, DOI: 10.1093/oxfordhb/ 9780198840534.013.41.

11		  Atienza, Manuel, “Juridificar la bioética”, Isonomía, núm. 8, abril de 1998, p. 91.
12		  Aquino-Centeno, Salvador, “Experticias y juridificación comunitaria: defensa del sub-

suelo y tierras comunales en Oaxaca, México”, Íconos Revista de Ciencias Sociales, núm. 72, vol. 
XXVI (1er. cuatrimestre), enero-abril, 2022, p. 24.

13		  Foy Valencia, Pierre, “Sistema jurídico y naturaleza. Consideraciones sobre el derecho 
y la naturaleza”, Derecho PUCP, núm. 74, 2015, p. 492.

14		  Azuela, Antonio, Visionarios y pragmáticos. Una aproximación sociológica al derecho ambiental, 
México, Fontamara-UNAM, Instituto de Investigaciones Sociales, 2006, pp. 91 y ss.

15		  González Marino, Israel y Becerra Valdivia, Katherine, “Los demás animales como 
miembros de la comunidad política: superando el antropocentrismo constitucional a través 
de la paz como fin del derecho”, dA.Derecho Animal (Forum of  Animal Law Studies), vol. 12/3, 
2021, p. 50. DOI: https://doi.org/10.5565/rev/da.587.

16		  Nava Escudero, César, Los derechos de los animales. Una visión jurídica, México, UNAM, 
Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2023, p. 107. DOI: https://doi.org/10.22201/iij.978 
6073078290e.2023.

17		  Ibidem, pp. 112 y 113.
18		  Una breve descripción de esto en Giménez-Candela, Marita, “La descosificación de 

los animales”, Revista Electrónica do Curso de Direito de UFSM, vol. 12, núm. 1, 2017, pp. 299-301. 
DOI: 10.5902/1981369426664.
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sentes en normas de derecho privado, sí se han ido plasmado en normas de 
derecho público. Aunque la cuestión del estatus del animal como cosa ha 
prevalecido en muchos ordenamientos jurídicos (en normas tanto privadas 
como públicas), dichas situaciones emergentes han derivado decididamen-
te en una suerte de ampliación o expansión de ese añejo proceso de normati-
vización del animal. En efecto, así como en su momento surgió la necesi-
dad de reforzar la situación de la sanidad animal (por ejemplo, en lo que 
respecta a las enfermedades y plagas que llegaran a afectar a los animales), 
hoy se debate sobre la necesidad de juridificar a los animales a través de 
propuestas tales como el que sean seres o miembros de nuestras comuni-
dades (estados, ciudades, hogares);19 el que pertenezcan a comunidades in-
terespecie en las que todos los animales tengan un mínimo de condiciones 
jurídicas que les permitan desarrollarse con espacios para reconocerles sus 
derechos;20 el que se avance en el reconocimiento de sus derechos por tra-
tarse de “mecanismos de protección y ejecución legales más estrictos” a su 
favor,21 etcétera.

Es cierto que la expansión referida en el párrafo anterior, propia de todo 
proceso de juridificación,22 comenzó a manifestarse en campos del derecho 
ya consolidados y de maneras muy diversas, tal como ocurrió con el dere-
cho constitucional, el administrativo, el penal, el internacional o, incluso, el 
civil. Sin embargo, no menos cierto es que tal proceso de juridificación, cier-
tamente con un toque de protección a los animales, ha contemplado nor-
mas de este tipo que se han renovado en estos y en otros campos del derecho 
que son de aparición reciente, como es el caso del derecho ambiental, con 
todo y que este, al igual que las disciplinas antes mencionadas, no se haya 
apartado de la idea de que los animales están destinados al uso y aprove-
chamiento (como cosas en propiedad) de los seres humanos. En un contexto 
multidisciplinario, Judith Domínguez se refiere a un sistema de protección 
en los ámbitos civil y penal desde una perspectiva antropocéntrica:

19		  Véase lo que al respecto se señala en González Marino, Israel y Becerra Valdivia, 
Katherine, op. cit., p. 48.

20		  En este sentido, las reflexiones en Torre Torres, Rosa María de la, “Deconstruyendo 
el lenguaje jurídico para incorporar a los demás animales en una teoría de la justicia interes-
pecie”, en Torre Torres, Rosa María de la y Herníquez R., Alfonso (coords.), Derecho animal 
latinoamericano, México, Porrúa, 2023, p. 15.

21		  Stucki, Saskia, “Hacia una teoría de derecho legal animal: derechos simples y funda-
mentales”, Revista de Direito Ambiental, vol. 106, abril-junio, 2022, p. 2.

22		  Para una buena explicación sobre lo que supone la expansión en el uso más difundido 
de la palabra “juridificación”, véase Silva, Jesús-María, “La injerencia de las leyes. Proble-
mas de la juridificación de las relaciones sociales”, Persona y Derecho, 56, 2007, p. 38.
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La regulación de los animales y su protección se ha dado desde una visión 
antropocentrista y de cosificación fuertemente arraigada en la legislación 
civil; desde siempre los animales fueron vistos como productos, como medio 
de transporte, o para la investigación, la compañía, la diversión, o también 
como origen de responsabilidad por los daños que puedan causar. En el 
derecho penal es sancionable su maltrato o abuso a partir de su considera-
ción como seres vulnerables. Y en lo que coinciden ambas legislaciones es 
en que es obligación del propietario cuidarlos, procurarles alimento, cobijo 
y salud.23

Ahora bien, por lo que corresponde al derecho ambiental, debe tomar-
se en cuenta que esta disciplina se configuró desde sus inicios y como parte 
de un creciente movimiento ambientalista global, con normas jurídicas rela-
tivas, entre otras, a la conservación de la Naturaleza o de los recursos natu-
rales.24 Sin embargo, podría decirse que la Naturaleza, como objeto de pro-
tección jurídica (a través de la conservación) se transformó en ambiente, y 
de aquí que el objeto de protección jurídica fuera este y todos aquellos seres 
vivos (como lo son los animales) que lo habitan.25 Claro está que el derecho 
ambiental, como disciplina emergente, trajo consigo nuevos enfoques de 
regulación respecto a los animales. Al incluirlos como un componente de la 
noción ambiente (ya sea como animales, fauna, recursos naturales, seres vi-
vos, etcétera), el derecho ambiental los ha juridificado primordialmente en 
el marco de una protección integral u holística y de preservación y restau-
ración del equilibro ecológico. Al mismo tiempo, los ha asociado y regulado 
con otras normas jurídicas de protección que se encuentran vinculadas, por 
ejemplo, a conceptos amplios, como la biodiversidad y la sustentabilidad, o 
también al significado del bienestar animal, el cual, desde la óptica ambien-

23		  Domínguez, Judith, “Los animales como parte de la naturaleza: ¿objetos o sujetos de 
derechos?, en García Pachón, María del Pilar (editora), Reconocimiento de la naturaleza y de sus 
componentes como sujetos de derechos, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2020, p. 422. 
DOI: 10.2307/j.ctv1rcf17.13.

24		  Así fue suscrito por los primeros doctrinarios en sistematizar el derecho ambiental 
y dotarlo de significado. Por ejemplo, en Argentina, la obra jurídica pionera en la materia, 
escrita por Guillermo J. Cano en la década de los setenta del siglo pasado, incluyó como par-
te del contenido del derecho ambiental “el entorno natural”, conformado por “los recursos 
naturales vivos o biológicos (biosfera que son la flora, la fauna, la protista y el suelo agrícola, 
además del hombre (sic)”. Más importante, hizo hincapié en que la legislación ambiental 
europea incluía como tema integrante del derecho ambiental leyes protectoras de la “Na-
turaleza genéricamente considerada”, en la que se incluía, por supuesto, a la fauna. Véase, 
respectivamente, Cano, Guillermo J., Derecho, política y administración ambientales, Buenos Aires, 
Depalma, 1978, pp. 84 y 88.

25		  Para esta reflexión, véase Domínguez, Judith, op. cit., pp. 415 y ss.
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tal, incorpora cuestiones tales como el trato digno y respetuoso o adecuado 
a los animales para evitar que se les trate con crueldad.26

De modo que si algo ha de caracterizar de lleno a la juridificación del 
animal de nuestros días es la existencia histórica de una transversalidad nor-
mativa reflejada en diversas ramas del derecho. Dicho esto, es de advertirse 
que la juridificación del animal en una determinada rama del derecho es 
normalmente distinta a la de otra rama del derecho en cuanto a su alcan-
ce científico y normativo. Esto dependerá de la especificidad del objeto de 
estudio y regulación que hace distintiva, precisamente, a una disciplina ju-
rídica en lo particular. No obstante, debe considerarse seriamente que, si 
bien existen discrepancias normativas importantes entre diversas ramas del 
derecho dentro de un ordenamiento jurídico, lo cierto es que también exis-
ten coincidencias normativas entre todas ellas en torno a la juridificación 
del animal, tal como ya se ha señalado respecto al tema de su protección.

2. Los animales

Señala el Diccionario de la lengua española, en su más reciente edición, la 
de 2014, lo siguiente respecto al animal en una primera entrada: “Ser or-
gánico que vive, siente y se mueve por propio impulso”. En esta entrada 
también incorpora algunos significados en el ámbito del derecho al referirse 
a cierto tipo de animales. Por ejemplo, del animal amansado dice “animal que, 
mediante el esfuerzo del hombre, ha cambiado su condición salvaje y, si la 
recobra, puede ser reclamado por parte de quien lo amansó”; en otro ejem-
plo, del animal fiero establece “animal que vagando libre por la tierra, el aire 
o el agua, puede ser objeto de apropiación, caza o pesca”. Para una segunda 
entrada, este diccionario señala sobre el animal, entre otras acepciones, lo 
siguiente: “Perteneciente o relativo a los animales...”.27

Resulta pertinente señalar —aunque esto peque de obviedad— que las 
voces relativas a lo que es el animal o los animales, han sido parte de muchos 

26		  En este contexto, es importante mencionar que existe otra rama jurídica, también 
relativamente nueva, denominada “derecho animal”, que ha centrado su atención (aunque 
de manera focalizada) en el bienestar animal, el maltrato y la crueldad animales, así como 
lo que atañe al reconocimiento de sus derechos. Aunque no existe consenso en la literatura 
jurídica sobre el concepto dogmático del derecho animal, considero que, como disciplina 
jurídica, su objeto de estudio y regulación es: i) la protección; ii) el bienestar, y iii) el recono-
cimiento de derechos a los animales. Para una discusión sobre esta cuestión, véase lo que he 
señalado en Nava Escudero, César, Los derechos de los animales…, cit., pp. 89-95.

27		  Real Academia Española, Diccionario de la lengua española, 23a. ed., Madrid, Real Aca-
demia Española, Edición del Tricentenario, t. I, 2014.
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otros diccionarios no jurídicos como también jurídicos, han sido definidas 
tanto en la dogmática jurídica como en las normas de diferentes ordena-
mientos jurídicos, y han estado acompañadas la mayoría de las veces de cla-
sificaciones diversas, algunas con jerarquizaciones de tipo ético o científico 
y otras simplemente para establecer el tipo de regulación al que habrá de 
someterse al animal para nuestro propio beneficio.28 Pero al tenor de esta 
diversidad de descripciones y tipologías, y cualesquiera que hayan sido los 
significados atribuidos al animal, destacan hoy en día dos características que 
le son consustanciales. La primera consiste en que los animales son seres vi-
vos, i. e. seres que viven. La segunda, en que los animales son seres sensibles, 
i. e. seres que sienten.

En el contexto de definir lo que es el animal, me parece adecuado re-
producir textualmente lo que Georges Chapouthier ha dicho sobre estas 
dos características, respectivamente. En primer término, señala que a esca-
la microscópica “los seres vivos son conjuntos que pueden ejercer un cierto 
número de funciones particulares, tales como alimentarse, transformarse 
(crecer, envejecer), respirar, eliminar desechos y, sobre todo, reproducirse, 
siendo la reproducción la característica más específica de un ser vivo”.29 
En segundo término, explica que la ciencia moderna, al definir al animal, 
lo asocia a lo que se conoce como nocicepción; esto es, “una sensibilidad a las 
estimulaciones excesivas del medio que afectan a la integridad del cuerpo y 
que, en los animales más evolucionados, tomará los nombres de «dolor» o 
de «sufrimiento». De este modo, desde el punto de vista científico el animal 
es un «ser sensible»”.30

No es asunto menor hacer hincapié en que todo proceso contemporá-
neo de juridificación del animal habrá de tomar en cuenta, y sin reservas, el 
que los animales son seres vivos, y también seres sintientes o seres dotados 
de sensibilidad. Esto es trascendental, por razones diversas. Por ejemplo, en 
una primera aproximación, el que se reconozca que los animales sienten 
dolor o placer permite sostener que los animales, al menos en el plano filo-
sófico, son dignos de consideración moral.31 En un segundo acercamiento, 

28		  En alguna otra ocasión realicé un ejercicio de recopilación de información en este 
sentido relativo a diversas definiciones y tipologías (jurídicas y no jurídicas), por lo que remito 
para su consulta a Nava Escudero, César, Los derechos de los animales…, cit., pp. 22 y ss. 

29		  Chapouthier, Georges, ¿Qué es el animal?, trad. de Diana Lerner, Madrid, Akal, 2006, 
p. 10.

30		  Ibidem, p. 17.
31		  La idea de conceder sentimientos a los animales, o esa capacidad de sensaciones 

placenteras y dolorosas, proveniente del filósofo y jurista Gottfried Wilhelm Leibniz en clave 
explicitada hacia finales de su existencia, fue recogida en el siglo XIX por otro filósofo y ju-
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el que se reconozca que los animales son seres vivos, y que son, además, 
seres sintientes, deriva, al menos en el plano jurídico, en que los animales 
“puedan estar destinados a ser sujetos de derecho”,32 es decir, a ser titulares 
o poseedores de derechos.

En el mundo del derecho, específicamente en el ámbito normativo, es 
claro que los animales han sido definidos tradicionalmente como seres vi-
vos, y de manera más enfática en los últimos años, como seres sintientes. 
Pero también es cierto que los animales han sido denominados y descritos 
de diversas maneras, al tiempo que han sido asociados a otros vocablos para 
su tratamiento jurídico, lo que ha sucedido puntualmente cuando han sido 
considerados recursos naturales, especies, fauna, vida silvestre o, simple-
mente, como un elemento o componente de la Naturaleza, todos para fines 
de explotación y aprovechamiento. Bajo este proceso de juridificación, los 
animales han estado abrigados o cobijados paralelamente a una gran can-
tidad de normas jurídicas destinadas a su protección, y si hay alguna rama 
del derecho cuyo objeto primordial ha sido ese, es la de derecho ambiental.

Todo este tipo de denominaciones y caracterizaciones no ha cambiado, 
sin embargo, el añejo estatus jurídico del animal al que ya hice referencia 
en el apartado anterior: me refiero a que jurídicamente siguen siendo co-
sas, cosas en propiedad. Por esta poderosa razón es que, al ser juridificados 
a través de normas que regulan materias diversas (ya sean las sanitarias, 
las de bienestar, las penales, o las ambientales, por mencionar algunas), los 
animales son seres a los que, si bien se les protege, se les siguen aplicando 
comúnmente normas relacionadas con la propiedad.

Así, debe quedar claro que la inserción de todas esas denominaciones o 
significados en cuerpos normativos no han logrado propiamente la descosi-
ficación jurídica del animal, aunque sí han propiciado de alguna manera la 
expansión de su protección. Esto último es palpable, por ejemplo, a través de 
normas de protección vinculadas a la conservación (de la Naturaleza y de la 
biodiversidad) o a un tipo de protección integral u holístico al formar parte 
del ambiente, o también a través de normas que fomentan una cultura de 
trato digno y respetuoso hacia ellos, que buscan disminuir su dolor o sufri-

rista llamado Jeremy Bentham, quien la utilizó para argumentar que los animales son dignos, 
precisamente, de consideración moral. Estas reflexiones a modo de conclusión, en Herrera 
Ibáñez, Alejandro, “Leibniz y los animales no humanos”, Extraordinario, Iztapalapa, vol. 13, 
núm. 31, 1993, p. 127. 

32		  Para tal aseveración, particularmente en el marco de la importancia que tiene la 
ciencia del bienestar animal, véase Giménez-Candela, Marita, “Dignidad, sentiencia, perso-
nalidad: relación jurídica humano-animal”, dA. Derecho Animal (Forum of  Animal Law Studies), 
vol. 9, núm. 2, 2018, p. 14. DOI: https://doi.org/10.5565/rev/da.346.
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miento, evitar su deterioro físico, o evitar actos de maltrato o crueldad en 
su contra, entre otras.

De esta manera, la multivariada forma de “nombrar” a los animales en 
los distintos procesos de juridificación emergentes, tal como ha ocurrido 
en el caso del derecho ambiental cuando los llama “individuos”, “especies”, 
“organismos”, “ejemplares”, “poblaciones”, “recursos vivos”, “recursos o 
elementos naturales”, “vida silvestre”, “fauna”, etcétera, ha sido bicápite. 
Por un lado, con todo y los distintos nombres y apellidos con los que se les 
ha bautizado a los animales, el derecho ambiental ha perpetuado su esencia 
cosificadora y, por el otro, ha desarrollado y consolidado progresivamente 
una normatividad de protección mucho más amplia, al grado de empezar a 
plantear el reconocimiento de sus derechos.

Así, el derecho ambiental protege a los animales no sólo desde la con-
servación y la óptica integral u holística y de preservación y restauración del 
equilibrio ecológico, sino con enunciados jurídicos vinculados a la biodiver-
sidad, la sustentabilidad y el bienestar animal y, de manera relativamente 
reciente, al reconocimiento de sus derechos, si bien esto último ha sido por 
vía indirecta o por extensión con el reconocimiento de derechos a la Natu-
raleza.

3. El derecho ambiental

Es irrefutable que la especificidad de contenido (o sea, el objeto de estu-
dio y regulación) del derecho ambiental es el ambiente, y debe entenderse de 
este como tal, que se trata jurídicamente de su protección. Por ello, el obje-
to fundamental del derecho ambiental está orientado a proteger al ambiente, 
esto es, a la protección ambiental. Ahora bien, todo estudioso verdadero de esta 
disciplina jurídica ha tenido que lidiar con los dilemas que supone precisar 
el significado y alcance del vocablo “ambiente”, para luego elaborar con 
fines didácticos o de investigación un concepto jurídico de ambiente. En 
alguna otra ocasión sostuve a propósito de esto lo siguiente:

Esta noción no ha sido fácil de definir pues desde que irrumpió en el discurso 
jurídico ha tenido una inmejorable capacidad para ver ampliado su propio 
contenido y esto ha generado ab initio el inconveniente de considerar que 
ambiente puede referirse a todo lo que rodea a los seres humanos e, incluso, a 
todo lo que los rodea y a los propios seres humanos, por lo menos en cuanto 
a ciertos factores como su salud, su bienestar o su desarrollo. Tal inconve-
niente ha derivado en que, para efectos de definir jurídicamente al ambiente 
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la doctrina ha intentado identificar o clasificar, en todo caso, los elementos 
o componentes que lo dotan de significado. Así, el concepto jurídico de am-
biente tiene una doble referencia a su contenido: la de un ambiente desde una 
visión amplia, sistémica, integradora u holística, así como la de una visión 
meramente sectorial.33

Resultan obvias las dificultades que supone proteger jurídicamente al 
ambiente por sí mismo como ente o bien, separado de los elementos o com-
ponentes que lo integran, precisamente por tratarse de un concepto que, 
entre otras razones, es muy amplio y ambiguo, verdaderamente difícil de 
delimitar. Un clásico del iusambientalismo español, Ramón Martín Mateo, 
al referirse a una posible noción amplia de este vocablo, llegó a señalar que 
tanto Constituciones como leyes “suelen incluir en la rúbrica del ambiente 
las más variadas realidades como puede ser una ruina romana, una hilera 
de árboles, o un yacimiento de mineral de hierro, además de la flora y la 
fauna en su conjunto”.34 Tal circunstancia explica de cierta manera por qué 
las leyes ambientales de cada país han estado encaminadas regularmente 
a proteger por separado cada componente (i. e. agua, atmósfera, bosques, 
mar, suelos, etcétera) del concepto jurídico de ambiente, si bien en algunos 
ordenamientos nacionales dichos cuerpos legales conviven con leyes am-
bientales integrales que desarrollan contenido normativo en lo general.

Ahora bien, en tales leyes integrales se incluyen, desde luego, referen-
cias a los ya mencionados componentes del vocablo “ambiente”, lo que se 
hace casi siempre de manera escueta, tal como ha sucedido en México.35 
Algo similar ocurre a nivel internacional: los tratados ambientales se en-
focan por lo regular en aquellos componentes que conforman lo que es el 
ambiente de manera separada. De hecho, no existe a nivel multilateral un 
tratado que regule la materia ambiental en lo general, como sí lo hacen ins-
trumentos jurídicos soft law o no vinculantes.

Se ha precisado en el ámbito doctrinal que la legislación que regula 
dichos componentes por separado a nivel nacional es una legislación de 

33		  Véase al respecto Nava Escudero, César, “Derecho ambiental y derecho animal. Se-
mejanzas y diferencias”, Boletín Mexicano de Derecho Comparado, núm. 165, septiembre-diciem-
bre de 2022, pp. 215 y 216. DOI: https://doi.org/10.22201/iij.24484873e.2022.165.18610.

34		  Martín Mateo, Ramón, Manual de derecho ambiental, Navarra, Aranzadi, 2003, p. 34.
35		  Me refiero a la ley ambiental integral por excelencia, que es la Ley General del Equi-

librio Ecológico y la Protección al Ambiente (publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 28 de enero de 1988). Esta ley recopila temas genéricos, como conceptos, definiciones, 
principios, procedimientos, sanciones, etcétera, pero también se refiere, si bien de manera 
un tanto breve o concisa, a temas específicos o sectoriales, como la atmósfera, las aguas, la 
biodiversidad, etcétera.
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tipo sectorial, es decir, está dividida por sectores (dentro de los cuales pueden 
existir subsectores), y que a nivel internacional la mejor forma de identifi-
carlos es por regímenes (a los que también se les llama regímenes convencionales). 
Un par de ejemplos de manera respectiva serán suficientes para ilustrar 
lo dicho con anterioridad. Primero, en algunos ordenamientos nacionales, 
como es el caso mexicano, uno de los muy variados componentes que inte-
gran el ambiente son las aguas, y dentro de este sector existen por separado 
la regulación de las aguas continentales o dulces, por uno lado, y las aguas 
marinas, por el otro, ambas con leyes de aplicación específicas.36 En cada 
una de ellas se ha juridificado al animal atendiendo al objeto mismo de la 
ley (o el sector), según corresponda. Segundo, a nivel internacional, se han 
desarrollado en el ámbito de lo ambiental, sectores que la doctrina a veces 
clasifica como regímenes “generales”, como es el caso de la biodiversidad;37 
pero dentro de este se llegan a incluir a su vez otros sectores o regímenes, 
como es el caso del régimen Ramsar (que es el relativo a los humedales);38 o 
del régimen CITES (que es el relativo al comercio internacional de especies 
amenazadas de fauna y flora silvestres),39 sólo por mencionar dos tratados 
internacionales ambientales de la mayor importancia,40 ambos relacionados 
con diferentes formas de juridificar a los animales.

Así, el objeto de estudio y regulación del derecho ambiental se entiende 
a partir de aquello que comprende el concepto jurídico de ambiente. Esto 
no significa otra cosa más que tomar en cuenta que este concepto acabará 
por designar, a su vez, otros conceptos. Desde mi perspectiva, los concep-
tos que de manera genérica designa el concepto jurídico de ambiente son: 
i) el medio natural o aquello que no es humano; ii) el medio construido o 
aquello que es obra del ser humano; iii) la salud, bienestar y calidad de vida 

36		  En el caso mexicano, la regulación ambiental de las aguas se divide primordialmente 
para tales efectos en dos: las aguas continentales o dulces, con la Ley de Aguas Nacionales 
(publicada en el Diario Oficial de la Federación el 1o. de diciembre de 1992), y las aguas marinas, 
con la Ley Federal del Mar (publicada en el Diario Oficial de la Federación el 3 de enero de 1986) 
y la Ley de Vertimientos en las Zonas Marinas Mexicanas (publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 17 de enero de 2014).

37		  Convenio sobre la Diversidad Biológica, adoptado en Río de Janeiro, Brasil, el 5 de 
junio de 1992.

38		  Convención sobre los Humedales de Importancia Internacional Especialmente como 
Hábitat de Aves Acuáticas, adoptado en Ramsar, Irán, el 2 de febrero de 1971.

39		  Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y 
Flora Silvestres, adoptado en Washington, D. C., el 3 de marzo de 1973.

40		  Una excelente clasificación doctrinal sobre esto en Kiss, Alexandre y Shelton, Dinah, 
International Environmental Law, 3a. ed., New York, Transnational Publishers, 2004, pp. 351 y ss.
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de los seres humanos, y iv) las relaciones complejas de reciprocidad entre los 
propios seres humanos y lo que les rodea.41 Evidentemente, no se trata de 
todo el universo de lo que aquí he descrito sucintamente, o de todo aquello 
que “nos” rodea desde una visión meramente antropocéntrica. En realidad, 
se trata sólo de aquello que está relacionado con lo que signifique la protec-
ción ambiental o, si se quiere, de aquello que engloba esas relaciones com-
plejas de interacción a las que otros doctrinarios, como es el caso de Raúl 
Brañes, les ha llamado procesos de interacción. Este autor, al incluir tal locución 
en la primera parte de su definición de derecho ambiental, la cual describe 
como un “conjunto de normas jurídicas que regulan las conductas humanas 
que pueden influir de una manera relevante en los procesos de interacción 
que tienen lugar entre los sistemas de los organismos vivos y sus sistemas de 
ambiente…”,42 hace la aclaración de que no se trata de todos esos procesos 
de interacción. Aquí su reflexión:

Por otra parte, el derecho ambiental no es “todo” el derecho de los elemen-
tos que integran los sistemas de ambiente, en tanto no se refiere a todas las 
conductas humanas posibles respecto de esos elementos, sino sólo a aque-
llas que pueden influir en los procesos de interacción que se dan entre los 
sistemas de ambiente que ellos configuran y los correspondientes sistemas 
de organismos vivos.43

Debe tenerse en cuenta que, por lo que entraña el concepto jurídico de 
ambiente, ya sea como ente en sí mismo (es el bien jurídico a proteger) o por lo 
que son los componentes que lo integran, el derecho ambiental se erige en 
nuestros días como una rama jurídica que por excelencia ha juridificado a 
los animales desde la perspectiva de su protección. Que el derecho ambien-
tal esté destinado a regular las conductas de los seres humanos que inciden 
en el ambiente para lograr su protección (i. e. la protección del ambiente, 
que incluye al ser humano), significa que esta disciplina jurídica está desti-
nada, por ende, a proteger a los animales. Es verdad que el derecho ambien-
tal cohabita y convive con otras disciplinas o subdisciplinas que también se 
refieren al animal y a su protección, y que han aportado nuevas formas para 
su juridificación; pero las de mayor trascendencia de los últimos años por su 

41		  Nava Escudero, César, Ciencia, ambiente y derecho, México, UNAM, Instituto de Investi-
gaciones Jurídicas, 2012, p. 279.

42		  Brañes, Raúl, Manual de derecho ambiental mexicano, 2a. ed., México, Fundación Mexica-
na para la Educación Ambiental-Fondo de Cultura Económica, 2000, p. 29.

43		  Idem.
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contenido son, en todo caso, desprendimientos del propio derecho ambien-
tal, tal como ahora se percibe con el derecho animal,44 o con el derecho de 
la biodiversidad.45

Ahora bien, otro vocablo que requiere de nuestra atención es el de pro-
tección. Esto es así por dos razones. Primero, porque este es el término que 
más se utiliza en la doctrina y en la normatividad para referirse a los temas 
vinculados con la cuestión ambiental; de aquí que, al enlazar protección 
con ambiente, se diga que el objeto del derecho ambiental es, in genere, la 
protección ambiental. De esta manera, el vocablo “protección” opera como 
un tipo de paraguas conceptual de otras nociones y locuciones, como, por 
ejemplo, conservación, mejoramiento, prevención y control de la contaminación, preser-
vación y restauración el equilibro ecológico, o aprovechamiento sustentable. Claro que 
ninguna de estas ha de considerarse sinónima de la otra, pero todas ellas, 
y otras más, son propias del lenguaje jurídico ambiental y se utilizan regu-
larmente dentro el marco jurídico del concepto de protección ambiental. 
Segundo, porque el vocablo “protección” en el derecho ambiental ha sido 
el recipiente por excelencia de las éticas ambientales antropocéntricas ver-
tidas en normas jurídicas. Sólo de manera escasa y paulatina el derecho 
ambiental ha incorporado, bajo la égida de este mismo vocablo, las éticas 
ambientales no antropocéntricas (o ecocéntricas) en cuanto a que seres o 
entes no humanos sean dignos de consideración moral, aunque esto no haya 
significado necesariamente el reconocimiento de sus derechos, especialmen-
te al hacer referencia a los animales.46 Esto, sin embargo, ha sido la llave 
para abrir la puerta —aún dentro del marco conceptual antropocéntrico del 
derecho ambiental— a que se reconozcan derechos a ciertos seres o entes, 
tal como ha ocurrido ya con mucha mayor visibilidad normativa en el caso 
de la Naturaleza.

44		  Para una descripción sobre los orígenes y autonomía del derecho ambiental vis à vis el 
derecho animal, véase Nava Escudero, César, “Derecho ambiental y derecho animal…”, cit., 
pp. 206 y ss.

45		  Una opinión clara en este sentido se encuentra en López de la Osa Escribano, Pi-
lar, “La necesaria conexión entre el derecho del bienestar animal y el derecho ambiental”, 
DALPS. Derecho animal (Animal Legal and Policy Studies), 2/2024, p. 115. DOI: https://doi.
org/10.36151/DALPS.019.

46		  Este es el caso, por ejemplo, de los postulados desarrollados por Peter Singer a través 
de lo que se conoce como Liberación Animal, cuya valiosa aportación se ha descrito como “el 
intento más conservador por ofrecer una axiología no antropocéntrica para la ética ambien-
tal…”. Para esta consideración, véase Callicott, J. Baird, “Teoría del valor no antropocéntri-
ca y ética ambiental”, en Valdés, Margarita M. (comp.), Naturaleza y valor. Una aproximación a 
la ética ambiental, trad. de Héctor Islas Azaïs, México, Fondo de Cultura Económica-UNAM, 
Instituto de Investigaciones Filosóficas, 2004, p. 103.
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Algo semejante ocurre en otras disciplinas jurídicas, como en el caso del 
derecho animal, ya que el vocablo “protección” ha estado ligado común-
mente a cobijar en lo general los postulados de la ética del bienestar animal 
(que para muchos es también antropocéntrica) a través de lo que se cono-
ce como normas jurídicas proteccionistas o, mejor aún, regulacionistas. Estas 
normas jurídicas, desde luego, pueden otorgar estatus moral a los animales, 
pero en esencia, la gran mayoría de ellas se alejan de la idea de reconocer 
que los animales tienen derechos, y con ello se consolida la idea de que son 
los seres humanos los que tenemos el deber de velar por su bienestar, toda-
vía como cosas en propiedad. Lo anterior contrasta con otra noción distinta 
al proteccionismo dentro de las éticas animales, que es la del abolicionismo, 
la cual habría de albergar o dar cabida —esta sí— a normas jurídicas que 
habrían de reconocer derechos a los animales con un claro fundamento en 
las éticas veganas: se les conoce como normas jurídicas abolicionistas.47 Hay 
que agregar que la idea de que el bienestar animal suponga que los huma-
nos tenemos deberes hacia los animales, pero no que los animales tengan 
derechos, se ha extendido a otras ramas jurídicas, como es el caso del de-
recho penal, donde la protección del animal ha estado ligada al constructo 
jurídico de que el bienestar animal, en efecto, no implica que los animales 
tengan derechos.48 En este sentido, no deja de ser bien recibida la idea de 
que exista legislación en materia penal que se ha animado a establecer que 
los animales son o pueden ser víctimas, en clara alusión a un posible recono-
cimiento de los animales como titulares o sujetos de derechos.49

III. Los animales en el derecho ambiental

Es apropiado sostener que la juridificación de los animales en el derecho 
ambiental comenzó hacia finales de la década de los sesenta y, sobre todo, 

47		  Una de las mejores críticas al proteccionismo animal desde la teoría abolicionista, 
esto es, una crítica a las posturas bienestaristas (en inglés, welfarists o traditional welfarists) y 
neo-bienestaristas (en inglés, new welfarists) desde la postura de los derechos, se encuentra en 
Francione, Gary L. y Charlton, Anna, Animal Rights: The Abolitionist Approach, Coppell, Exem-
pla Press, 2015, pp. 31-67.

48		  Un buen análisis de esto en el contexto de la legislación y la jurisprudencia españolas 
se encuentra en Cantero Berlanga, Manuel et al., “Animal protection in Spain: Historical evo-
lution and consequences of  the entry into force of  Law 2/2023, of  March 13, on the Protec-
tion, Welfare, and keeping of  Companion Animals and other animal welfare measures”, Re-
vista de Derecho Ambiental, núm. 21, 2024, pp. 103 y ss. DOI: 10.5354/0719-4633.2024.71628.

49		  Al respecto, véase lo que se comenta en González Silvano, María de las Victorias et al., 
“Aspectos legales y procesales”, en González Silvano, María de las Victorias (coord.), Manual 
de derecho animal, Buenos Aires, Editorial Jusbaires, 2019, pp. 69 y ss.
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hacia principios de los setenta del siglo pasado. Argumentar algo en contrario 
sería totalmente anacrónico, por la simple y sencilla razón de que el derecho 
ambiental hizo su aparición por esas fechas, y sólo a partir de ellas es que 
podría decirse que los animales comenzaron un renovado y continuo proceso 
de juridificación apegado tanto a la significación de lo que es el concepto 
jurídico de ambiente como a lo que representa su tutela o protección jurídi-
cas. Habré de insistir en que antes del surgimiento del derecho ambiental los 
animales se encontraban juridificados a través de normas jurídicas de protec-
ción vinculadas a lo que podría considerarse como un modelo de regulación 
de tipo economicista o, si se quiere, utilitarista y, ciertamente, antropocentrista. Este 
modelo estuvo acompañado de la idea de la conservación de la Naturaleza, la 
cual tuvo y sigue teniendo una orientación a un tipo de protección colectiva 
de una especie o grupo(s) de especies, y de ciertos espacios o áreas natura-
les. Estos desarrollos normativos fueron absorbidos por las preocupaciones 
ambientales que emergieron con posterioridad y que fueron las que trajeron 
consigo un arquetipo de protección integral u holística, si bien perpetuando 
esa visión antropocéntrica. En este sentido, cobra interés abordar el proceso 
de juridificación del animal desde la óptica ambiental en los planos interna-
cional y nacional.

1. La juridificación de los animales 
en el derecho ambiental a nivel internacional

Desde finales del siglo XIX y hasta nuestros días, la juridificación de 
los animales a nivel internacional ha estado caracterizada no sólo por una 
normatividad de índole económica o de explotación, por un lado, y de 
conservación de la Naturaleza, por el otro,50 sino por una clara tendencia 
estadual encaminada a regular cierto tipo de especies o grupos de especies 
(por ejemplo, animales marinos o aves) y ciertas áreas o espacios donde 
estas habitan o viven (i. e. sus hábitats).51 Sería un error considerar que 
los animales han estado, durante todo este tiempo, desamparados o sin 
ningún tipo de protección, si bien esta se ha desarrollado bajo una visión 
antropocéntrica.

50		  Dupuy, Pierre-Marie y Viñuales, Jorge E., International Environmental Law, 2a. ed., Cam-
bridge, Cambridge University Press, 2018, p. 202. DOI: 10.1017/9781108399821.

51		  Los detalles en dos obras fundamentales de derecho internacional ambiental: Boyle, 
Alan E. y Redgwell, Catherine, Birnie, Boyle & Redgwell’s International Law and the Environment, 4a. 
ed., Oxford, Oxford University Press, 2021, p. 621, y Kiss, Alexandre Ch. y Shelton, Dinah, 
International Environemntal Law, 3a. ed., New York, Transnational Publishers, 2004, p. 355.
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Con la llegada de lo que se conoce como la “internacionalización de los 
temas ambientales” en 1972,52 comenzaron a surgir nuevas formas de con-
cebir y juridificar a los animales. Esto ocurrió destacadamente con la Decla-
ración de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Humano (o 
Declaración de Estocolmo), proclamada en ese mismo año, la cual introdujo 
enunciados jurídicos no vinculantes relativos, por ejemplo, a que la fauna (un 
término que ya tenía antecedentes de uso convencional) debe “preservarse 
en beneficio de las generaciones presentes y futuras”,53 y también, a que los 
seres humanos tienen “la responsabilidad especial de preservar y administrar 
juiciosamente el patrimonio de la flora y fauna silvestres y su hábitat”.54

Sin embargo, no fue sino con las renovadas preocupaciones ambientales 
de años posteriores a dicha conferencia, en especial hacia las décadas de los 
ochenta y noventa del siglo pasado, cuando la protección de los animales 
a nivel internacional comenzó a modificarse sustancialmente. Esto ocurrió 
con la incorporación de nuevos conceptos en el lenguaje jurídico ambiental 
de la época, como lo fue el de la “sustentabilidad”, y junto a este proceso 
lingüístico, con la celebración de instrumentos jurídicos vinculantes más 
amplios que sus antecesores en cuanto al objeto de protección, tal como 
sucedió destacadamente con el Convenio sobre la Diversidad Biológica (en 
adelante, CDB). En efecto, el propósito de este tratado se orientó a proteger 
ya no sólo a ciertas especies, sino a todos los seres vivos del planeta (inclu-
yendo animales silvestres y domésticos), así como sus relaciones de interde-
pendencia recíproca. Si bien con este instrumento jurídico se prolongó el 
uso de la palabra “conservación” hacia una nueva locución, i. e. “conser-
vación de la diversidad biológica”, se introdujo una visión más amplia de 
protección a través de la distinción de tres niveles de diversidad biológica: 
diversidad genética, diversidad de especies y diversidad de ecosistemas.55 De 
esta manera, el CDB resultó un instrumento convencional con un enfoque 
mucho más holístico, que abarca una gama más amplia de temas que la de 
sus antecesores, que se enfocaban en lo fundamental a especies y hábitats 

52		  Este fenómeno ocurrió con la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Hu-
mano celebrada en ese año en Estocolmo, Suecia, y fue la que de alguna manera impulsó lo 
que se conoce como el derecho internacional ambiental. Véase Nava Escudero, César, Derecho 
internacional ambiental. Dogmática y tutela ambientales, México, Porrúa, IMDPC, 2021, p. 1.

53		  Tal enunciado se encuentra en el principio 2 de esta Declaración.
54		  Este fragmento corresponde al principio 4 de esta misma Declaración.
55		  Kiss, Alexandre Ch. y Shelton, Dinah, op. cit., pp. 352 y 153; Rayfuse, Rosemary, 

“Biological Resources”, en Bodansky, Daniel et. al. (eds.), The Oxford Handbook of  International 
Environmental Law, Oxford, Oxford University Press, 2008, p. 365.
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y, adicionalmente, con un término más incluyente: el de la biodiversidad.56 
Esto quedó de manifiesto con la definición de este concepto establecida en 
el artículo 2o. del CDB, tal como a continuación se reproduce:

Por “diversidad biológica” se entiende la variabilidad de organismos vivos 
de cualquier fuente, incluidos, entre otras cosas, los ecosistemas terrestres y 
marinos y otros ecosistemas acuáticos y los complejos ecológicos de los que 
forman parte: comprende la diversidad dentro de cada especie, entre las es-
pecies y de los ecosistemas.

De modo tal que sería un tanto inexacto e injusto tratar de sostener 
que la comunidad internacional no ha llevado a cabo esfuerzos o que no 
se han conseguido avances importantes en la protección de los animales a 
nivel internacional ambiental. Así, las normas jurídicas de antaño relativas 
solo a ciertas especies y hábitats, establecidas en un número importante de 
instrumentos jurídicos tanto vinculantes como no vinculantes, ahora coe-
xisten con un número también significativo de normas jurídicas relaciona-
das con el amplio término de la biodiversidad. En este contexto, el lenguaje 
jurídico convencional que se utiliza en la actualidad a nivel internacional 
para denominar a los animales se ha ampliado considerablemente, y com-
prende dos grandes apartados. El primero de ellos es con vocablos como 
“especies”, “fauna”, “recursos” (vivos o biológicos), “especímenes”, “po-
blaciones” y, obviamente, “animales”. El segundo, con la denominación 
propia de las especies, ya sea como especie única (por ejemplo, osos pola-
res, vicuñas, etcétera), o como un grupo o grupos de especies según se trate 
(por ejemplo, aves acuáticas, aves migratorias, delfines, ballenas, tortugas, 
etcétera).

Ahora bien, es importante reconocer que los esfuerzos de la comuni-
dad internacional para proteger a los animales no siempre ha sido suficien-
te, y qué mejor ejemplo de esto que lo señalado en el reciente Informe de 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible elaborado por las Naciones Unidas 
y publicado en 2023, en el sentido de que “el riesgo de extinción de espe-
cies de mamíferos, aves, anfibios, corales y cícadas” se ha deteriorado en 
torno a un 11% desde 1993.57 Sin embargo, también es fundamental acep-
tar que la normatividad internacional ambiental ha logrado en algunos 
casos evitar la extinción de ciertas especies y/o la de ralentizar o posponer 

56		  Sands, Philippe y Peel, Jacqueline, Principles of  International Environmental Law, 4a. ed., 
Cambridge, Cambridge University Press, 2018, pp. 384 y 387.

57		  Los detalles de esto en Organización de las Naciones Unidas, Informe de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible. Edición Especial, 2023, p. 43.
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el avance de la pérdida de la biodiversidad. Este contraste conduce a su-
brayar tres dilemas que existen sobre la juridificación de los animales en el 
ámbito de lo internacional ambiental.

Un primer dilema consiste en que, como bien señalan Pierre-Marie Du-
puy y Jorge E. Viñuales, resulta un ejercicio desafiante el tratar de identifi-
car los principales ejes de regulación en lo relativo a la protección animal 
dado el número y diversidad de instrumentos jurídicos existentes.58 Quizá 
por esta razón es que estos autores plantean que tales ejes de regulación pue-
den determinarse si se atiende al grado de complejidad de los objetos que se 
están regulando; dichos objetos de protección jurídica son: i) las especies o la 
fauna de una región en particular; ii) los espacios o el hábitat de estas especies, 
o bien el ecosistema donde se llevan a cabo las relaciones o interacciones entre 
diversas especies, y iii) la biodiversidad, que comprende la diversidad dentro 
de cada especie, entre las especies y de los ecosistemas. Desde luego, para 
cada uno de ellos existe una combinación de enfoques de regulación que oscilan 
entre esquemas normativos con una visión meramente económica vis à vis 
esquemas normativos con una visión conservacionista o, incluso, preserva-
cionista. De hecho, ambos autores identifican tres enfoques de regulación, 
que incluyen: a) la explotación de recursos; b) la protección de espacios, y c) 
el comercio de ciertas especies, sin que esto suponga una clasificación rígida 
o que no admita matices entre, o una combinación de, ejes y enfoques de 
regulación según el régimen convencional del que se trate.59

Un segundo dilema corresponde a la preocupación de que la norma-
tividad internacional ambiental sigue siendo en lo fundamental, con todo 
y que ha buscado mejorar la protección de los animales, antropocéntrico-
conservacionista. Esto significa, según se ha señalado, que las normas jurí-
dicas siguen diseñándose para privilegiar los intereses de los seres humanos 
en cuanto a la utilidad y beneficio que dicha normatividad les representa en 
su relación con los animales.60 Toda esta crítica es aún más profunda, por 
ejemplo, en el caso de la protección de la biodiversidad a través del ya men-
cionado CDB, el cual no habría de considerarse realmente un tratado que 
proteja a las especies vivas, “pues asume que el propósito fundamental de 
conservar la biodiversidad es la utilización y el beneficio humano, con los 
límites impuestos por el requisito de la sostenibilidad y la necesidad de be-
neficiar a las generaciones futuras”.61

58		  Dupuy, Pierre-Marie y Viñuales, Jorge E., op. cit., p. 202.
59		  Los detalles y combinaciones respectivas, en ibidem, pp. 203-206. 
60		  Boyle, Alan E. y Redgwell, Catherine, op. cit., p. 623.
61		  Esta crítica se encuentra en Juste Ruiz, José, Derecho internacional del medio ambiente, Ma-

drid, McGraw-Hill, 1999, p. 411.
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Nuevamente, sería inexacto e injusto en el marco de este segundo dile-
ma, argumentar una falta de protección de los animales en la normatividad 
internacional ambiental, ya que existen algunos casos en los que si bien no 
se regula pensando en los intereses de los animales, sí se ha logrado detener 
su muerte o aprovechamiento de manera casi absoluta. Es el caso, por ejem-
plo, de la prohibición total (moratoria o caza cero) de la captura de ballenas 
para fines comerciales implementada a partir de la década de los ochenta 
del siglo pasado a través de ciertas disposiciones jurídicas en el marco de la 
Convención Internacional para la Reglamentación de la Caza de la Ballena, 
adoptada el 2 de diciembre de 1946 en Washington, D. C. Aunque la mo-
ratoria pone de manifiesto la división entre el conservacionismo (conservar 
ballenas para su explotación final) y el preservacionsmo (preservar ballenas 
como animales que no deben ser explotados),62 dicho régimen convencional 
debe ser bienvenido. Es verdad que estas regulaciones están encaminadas 
a la protección de la especie como tal, y no a la protección de cada ballena, 
de donde se alega que de lo que debe tratarse es de proteger a todos y cada 
uno de los individuos o ejemplares de la especie. Pero más allá de esto, la 
principal crítica que se genera en este caso es que la dinámica convencional 
en el régimen ballenero permite que algunos países opten por salirse de esa 
moratoria (tal como lo han hecho, por ejemplo, Noruega y Japón), se admi-
ta el otorgamiento de permisos para la caza de ballenas con fines de inves-
tigación científica, o que disposiciones complementarias al propio tratado 
establezcan cierto tipo de excepciones, como es el caso bien sabido de lo que 
sucede con la caza de ballenas para consumo de grupos indígenas.

Un tercer dilema radica en preguntarse hasta qué punto ha sido posible 
introducir las cuestiones relativas al bienestar animal y al reconocimiento 
de los derechos de los animales en la normatividad internacional ambien-
tal. Según lo señalado por Alan Boyle y Catherine Redgwell, la cuestión del 
bienestar animal no ha sido una preocupación dominante en este sentido, 
si bien se ha estado prestando cada vez mayor atención a la relación cer-
cana entre la normatividad relativa al bienestar animal y el papel que esta 
tendría en la conservación de los animales y de la propia biodiversidad.63 
Ambos autores advierten sobre la existencia de al menos un referente con-
vencional a nivel multilateral sobre esta cuestión a través de la Convención 
sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora 
Silvestres (conocida comúnmente como CITES), adoptada el 3 de marzo 

62		  Fitzmaurice, Malgosia, Convenio Internacional para la Regulación de la Pesca de la Ballena, 
United Nations, 2020, p. 5. Disponible en: https://legal.un.org/avl.

63		  Boyle, Alan E. y Redgwell, Catherine, op. cit., p. 625.
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de 1973 en Washington, D. C.64 En este tratado se establece en el artículo 
III, número 2, inciso c), que en materia de exportación de cualquier espé-
cimen de ciertas especies (las que están incluidas en el apéndice I), la auto-
ridad exportadora verificará que todo espécimen vivo sea acondicionado 
y transportado “de manera que se reduzca al mínimo el riesgo de heridas, 
deterioro en su salud o maltrato”. Independientemente de que existan otras 
disposiciones convencionales en algún otro tratado (incluso no ambiental) 
que haga referencia al bienestar animal, se encuentra mucho más lejana la 
idea del reconocimiento de los derechos de los animales, la cual no ha en-
contrado cobijo convencional a nivel internacional ambiental, ni siquiera a 
nivel de alguna declaración de principios que hubiera sido adoptada por los 
Estados en foros ambientales.65 No es sorpresa alguna, por ende, que no se 
pueda hablar propiamente de la existencia de tratados (sean ambientales o 
no) que aborden este último tema en lo particular, ya fuera para animales 
domésticos o silvestres.66

2. La juridificación de los animales en el derecho 
ambiental mexicano

Es posible diferenciar dos formas en las que se ha juridificado a los ani-
males en el ámbito constitucional mexicano federal desde 1917 a la fecha. 
La primera de ellas corresponde a su regulación como elementos naturales 
(o, también, recursos naturales) susceptibles de apropiación bajo una óptica 
de aprovechamiento que sea rentable o productiva a la vez que conservacio-
nista. La doctrina ambientalista ha precisado que los vocablos aprovechamien-
to y conservación no se oponen necesariamente, sino que, por el contrario, “el 
aprovechamiento de los recursos naturales se encuentra subordinado… a la 
conservación de los mismos”,67 lo que da pauta a sostener que han sido nor-
mas constitucionales de protección bajo el parámetro de la conservación. 
Dentro de esta “utilización racional” de los elementos o recursos naturales, 
es la nación mexicana, según nuestra carta magna, la que adoptará medidas 
para evitar su destrucción. Desde 1917 esta idea quedó plasmada en el ter-
cer párrafo del artículo 27 constitucional, de la siguiente manera:

64		  Idem.
65		  En efecto, esto no ocurrió ni en la Declaración de Estocolmo de 1972, ya mencionada 

en este mismo trabajo, como tampoco en la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y 
el Desarrollo, proclamada en junio de 1992.

66		  Véase para esta explicación a Favre, David, The Future of  Animal Law, Cheltenham, 
Edgard Elgar, 2021, pp. 101-193.

67		  Brañes, Raúl, op. cit., p. 77.
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La nación tendrá en todo tiempo el derecho de imponer a la propiedad pri-
vada las modalidades que dicte el interés público, así como el de regular el 
aprovechamiento de los elementos naturales susceptibles de apropiación, 
para hacer una distribución equitativa de la riqueza pública y para cuidar de 
su conservación. Con este objeto se dictarán las medidas necesarias… para 
evitar la destrucción de los elementos naturales y los daños que la propiedad 
pueda sufrir en perjuicio de la sociedad.

De modo que los animales han quedado juridificados constitucional-
mente a nivel federal bajo el marco de la tríada aprovechamiento-recursos 
naturales-conservación, si bien con objeto de beneficiar a los seres humanos. 
La idea misma de que esto estaría orientado para privilegiar nuestros inte-
reses se reforzó en 1976, cuando se adicionaron los enunciados de que esa 
regulación, entre otras cuestiones, habría de ser en “beneficio social” y para 
“el mejoramiento de las condiciones de vida de la población rural y urbana”. 
Más adelante, en 1987, se reformó nuevamente el párrafo del artículo 27, 
con el propósito de vincular la tríada mencionada a la idea de la “preserva-
ción y restauración del equilibro ecológico”, locución enmarcada ahora en 
un concepto amplio de protección ambiental integral. Desde entonces, el 
texto constitucional vigente señala lo siguiente:

La nación tendrá en todo tiempo el derecho de imponer a la propiedad pri-
vada las modalidades que dicte el interés público, así como el de regular, en 
beneficio social, el aprovechamiento de los elementos naturales susceptibles 
de apropiación, con objeto de hacer una distribución equitativa de la riqueza 
pública, cuidar de su conservación, lograr el desarrollo equilibrado del país y 
el mejoramiento de las condiciones de vida de la población rural y urbana. En 
consecuencia, se dictarán las medidas necesarias… para preservar y restaurar 
el equilibro ecológico… y para evitar la destrucción de los elementos naturales 
y los daños que la propiedad pueda sufrir en perjuicio de la sociedad.

Debe señalarse que el proceso de constitucionalización de los temas 
ambientales —propiamente iniciado en 1971— no ha cambiado la idea 
jurídica central proveniente desde 1917, de que los animales son recursos 
naturales destinados al aprovechamiento y a su conservación. Si bien la nor-
matividad constitucional en materia ambiental comenzó en 1971 y se ha ve-
nido expandiendo desde ese año, esta ha estado orientada hacia la utilidad 
de los animales para beneficio de los seres humanos. En efecto, la primera 
reforma constitucional ambiental a nivel federal de principios de la década 
de los setenta del siglo pasado se enfocó a regular “la prevención y combate 
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a la contaminación ambiental en el marco de la salubridad general”.68 Esto 
significó en su momento que México habría de contemplar “el problema de 
la contaminación del ambiente… como protección a la salud humana”,69 
lo que supuso una protección de tipo antropocéntrica. De hecho, a nivel de 
ley, la legislación ambiental de aquellos años juridificó a los animales en el 
marco del significado del vocablo “contaminación”, por el cual se entendía 
“la presencia en el medio ambiente de uno o más contaminantes, o cual-
quiera combinación de ellos, que perjudiquen o molesten la vida, la salud y 
el bienestar humano, la flora y la fauna…”.70

Ahora bien, la incorporación constitucional en las décadas siguientes 
(i. e. la de los ochenta y noventa del siglo pasado y durante las primeras 
dos décadas del presente siglo) de preceptos ambientales desde una visión 
integral o más amplia que la contaminación o la salud pública, debe con-
siderarse como un avance sustancial en la protección de los animales, con 
todo y que la idea de su aprovechamiento y conservación como recursos 
naturales, según lo establecido en el artículo 27 constitucional, haya pre-
valecido. Dicho de otra manera, durante todo este tiempo, se han elevado 
a rango constitucional, y en diferentes partes de nuestra carta magna, vo-
cablos o locuciones relativos, entre otros, a la protección ambiental desde 
una perspectiva integral u holística, al cuidado del medio ambiente, a la 
preservación y restauración del equilibro ecológico, o a la sustentabilidad, 
todos cohabitando con el texto constitucional del artículo 27, y sin transitar 
hacia una regulación que hubiera modificado el estatus de cosas en propie-
dad de los animales.

También es claro que la apuesta constitucional ambiental a nivel fede-
ral por privilegiar los intereses de los seres humanos es visible en el ámbito 
de los derechos. Lo anterior, porque lo que ha quedado plasmado ambien-
talmente en nuestra Constitución han sido derechos humanos —por excelen-
cia, el derecho a un medio ambiente adecuado para nuestro desarrollo 
y bienestar incorporado en el artículo 4o. en 1999, el cual se modificó a 
un “medio ambiente sano” en 2012— sin que se hayan incluido hasta el 
momento derechos no humanos, o sea, derechos a favor de seres o entes no 
humanos, como la Naturaleza, los ecosistemas, o los animales. Esto ha rea-

68		  Nava Escudero, César, “Evolución constitucional ambiental. Análisis abreviado”, Ju-
rídica Ibero, año II, núm. 3, julio-diciembre de 2017, p. 30.

69		  Cabrera Acevedo, Lucio, El derecho de protección al ambiente, México, UNAM, Instituto 
de Investigaciones Jurídicas, 1981, p. 18.

70		  Se trata de la Ley Federal para Prevenir y Controlar la Contaminación Ambiental, 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 24 de marzo de 1971.
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firmado, por lo menos a nivel federal, la visión antropocéntrica tradicional 
del constitucionalismo ambiental mexicano, desplazando toda posibilidad 
de que una norma constitucional haya podido recoger y plasmar en ella 
misma la ética ambiental ecocéntrica. Desde luego, transitar hacia el re-
conocimiento de los derechos de la Naturaleza,71 tal como se ha hecho en 
otros países o a nivel constitucional local en México, implicaría que, pre-
sumiblemente, por extensión o por vía indirecta, se estarían reconociendo 
derechos a los animales.72

Existen otros ejemplos de normas constitucionales ambientales orien-
tadas a la protección de los animales con semejante visión antropocéntrica. 
Un ejemplo de esto es el concepto de sustentabilidad, el cual se ha vincula-
do, entre otros asuntos, a la rectoría económica del Estado mexicano.73 La 
doctrina ha interpretado esto como un reconocimiento a la “importancia 
que tienen los recursos naturales y de (sic) los ecosistemas para el crecimien-
to y desarrollo económico del país”.74 Esto refleja, una vez más, una lógica 
constitucional no sólo antropocéntrica, sino también productiva.

La otra forma en la que se ha juridificado a los animales en el ámbito 
constitucional mexicano a nivel federal corresponde a una serie de disposi-
ciones vinculadas al bienestar animal, incorporadas a nuestra carta magna 
hacia finales de 2024. Se trata de tres artículos cuyos textos versan sobre 
protección y cuidado animal. El primero de ellos es el artículo 3o., párrafo 
décimo segundo, en donde se hace referencia a que los planes y programas 
de estudio, en el marco de la rectoría del Estado de la educación, habrán de 
incluir la protección de los animales. Se actualiza con ello la añorada idea 
doctrinal de que “introducir en todos los niveles de la enseñanza el respeto 
por los animales y cómo regular su inserción en la sociedad actual, es una 

71		  Una discusión más detallada en Mariscal Ureta, Karla Elizabeth, Medio ambiente sano. 
Derecho colectivo global, México, Porrúa, 2015, pp. 26 y 27.

72		  El planteamiento de que reconocer derechos a entes colectivos como la Naturaleza 
deriva en reconocer derechos a los animales porque estos forman parte de la misma, ha ido 
ganando terreno en el iusambientalismo latinoamericano. Quizá el caso jurisdiccional más 
significativo en este sentido sea la reciente Sentencia 253-20-JH/22 de la Corte Constitucio-
nal, en Ecuador, que así lo estableció a favor de una mona chorongo, conocida comúnmente 
con el nombre de “Estrellita”.

73		  Esto se encuentra en el artículo 25 constitucional, que al efecto dispone: “Corres-
ponde al Estado la rectoría del desarrollo nacional para garantizar que éste sea integral y 
sustentable… y que, mediante la competitividad, el fomento del crecimiento económico y el 
empleo y una más justa distribución del ingreso y la riqueza, permita el pleno ejercicio de la 
libertad y la dignidad de los individuos, grupos y clases sociales…”.

74		  Véase lo señalado al respecto en López Sela, Pedro Luis y Ferro Negrete, Alejandro, 
Derecho ambiental, México, IURE Editores, 2006, p. 111.
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consecuencia directa de que el Estado asuma su papel de regulador de las 
necesidades y demandas de la sociedad”.75

La segunda disposición constitucional corresponde a la adición de un 
párrafo sexto (que al momento de escribir este artículo ya se ha recorrido al 
párrafo séptimo) al artículo 4o., en el que se establece lo siguiente: “Queda 
prohibido el maltrato a los animales. El Estado mexicano debe garantizar 
la protección, el trato adecuado, la conservación y el cuidado de los anima-
les, en los términos que señalen las leyes respectivas”. El contenido de tal 
disposición está vinculado íntimamente a postulados de bienestar animal, y, 
como era de esperarse, tal párrafo quedó ubicado junto a una disposición 
de carácter ambiental, la cual se refiere al derecho que tienen las personas 
a un medio ambiente sano, consagrado en el párrafo inmediato anterior, el 
quinto (que al momento de escribir este trabajo ya se ha recorrido al párra-
fo sexto). Si bien llama la atención que el texto completo en comento haya 
quedado plasmado en un artículo que se refiere, en lo esencial, a derechos 
humanos, esta situación no debe tomarnos por sorpresa en lo absoluto. En 
efecto, existe cierta práctica constitucional en este país relativa a incluir o a 
ubicar normas sobre bienestar animal no sólo junto a normas ambientales, 
sino en secciones o apartados constitucionales referentes a derechos huma-
nos, tal como ha ocurrido en la Constitución Política de la Ciudad de Méxi-
co76 y en la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Oaxaca.77

Por último, la tercera reforma constitucional corresponde a una mo-
dificación al artículo 73, fracción XXIX-G, otra vez vinculada al tema del 
bienestar animal, y junto a una disposición de carácter ambiental. Se trata 
de una reforma en materia de “protección y bienestar de los animales”, en 
el marco de las facultades que tiene el Congreso de la Unión para expedir 
leyes que establezcan la distribución de competencias en materia de protec-
ción al ambiente y de preservación y restauración del equilibro ecológico.78 
El artículo vigente dispone lo siguiente:

75		  Giménez-Candela, Marita, “Animales y enseñanza”, Derecho Animal Forum of  Animal 
Law Studies, 5(1), enero de 2014, p. 1. DOI: 10.5565/rev/da.2l80.

76		  La normatividad sobre protección de los animales, antecedida por normas de tipo 
ambiental, ha quedado plasmada en el artículo 13 dentro del capítulo II “De los derechos 
humanos”, en el título segundo “Carta de Derechos”.

77		  En este caso, la normatividad sobre bienestar animal quedó ubicada después de pre-
ceptos constitucionales ambientales en el artículo 12, y dentro del título primero “Principios 
constitucionales, derechos humanos y sus garantías”.

78		  Si bien el texto constitucional hace referencia a que el Congreso tiene la facultad de 
expedir leyes que establezcan la “concurrencia” entre los diversos órdenes de gobierno en 
esta materia, en realidad se trata de un sistema de distribución de competencias. La explica-
ción en Brañes, Raúl, op. cit., pp. 89 y 90.
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Art. 73. El Congreso tiene facultad:
…
XXIX-G. Para expedir leyes que establezcan la concurrencia del Gobier-

no Federal, de los gobiernos de las entidades federativas, de los Municipios 
y, en su caso, de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, en 
el ámbito de sus respectivas competencias, en materia de protección al am-
biente, preservación y restauración del equilibro ecológico; y de protección y 
bienestar de los animales.

Lo que trajo consigo esta reforma fue constitucionalizar a nivel federal 
lo que ya venía ocurriendo en el país: la participación de las entidades fede-
rativas y de la Ciudad de México en asuntos de protección, cuidado y bien-
estar animal, tal como se desprende de la gran cantidad de normas jurídicas 
existentes sobre el tema a través de legislación local. De cualquier modo, no 
hay que olvidar que desde 1996 se adicionó a la Ley General del Equilibro 
Ecológico y la Protección al Ambiente de 1988 (en adelante, LGEEPA), el 
artículo 87 bis 2, para establecer que los diversos órdenes de gobierno “en 
el ámbito de sus respectivas competencias, regularán el trato digno y respe-
tuoso que deberá darse a los animales”. Es de admitirse que esta disposición 
aludió en su momento a un incipiente sistema de distribución de competen-
cias en esta materia.79

Debe agregarse que, por lo menos hasta el momento, no se ha llevado 
a cabo a nivel constitucional federal un proceso de juridificación de los 
animales en relación con el reconocimiento de sus derechos. En este caso, 
tampoco se ha logrado consumar tal reconocimiento, si fuere el caso, por la 
vía indirecta a través de normas que reconozcan derechos a la Naturaleza, 
a los ecosistemas, a los hábitats o, incluso, a la Madre Tierra. Solo ha sido a 
nivel constitucional local donde ha habido cierto avance en este sentido 
a partir del reconocimiento de derechos a la Naturaleza, tal como ha ocu-
rrido, entre otras, con la Constitución Política de la Ciudad de México, la 
cual, en su el artículo 13, apartado A, establece que para el cumplimiento 
de una serie de preceptos ambientales redactados en ese mismo artículo se 
habrá de expedir una ley secundaria, que tendrá por objeto “reconocer y 
regular la protección más amplia de los derechos de la Naturaleza confor-
mada por todos sus ecosistemas y especies como un ente colectivo sujeto 
de derechos”. La ley a la que hace referencia este precepto constitucional 

79		  El artículo 87 bis 2 establece los principios básicos de regulación en esta materia, y 
señala que corresponde al gobierno federal expedir las normas oficiales mexicanas que de-
terminen dichos principios básicos, y que corresponde a las entidades federativas el fomentar 
la cultura, precisamente, del trato digno y respetuoso de los animales. 
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fue expedida bajo el nombre de Ley Ambiental de la Ciudad de México, 
y publicada en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México el 18 de julio de 2024. 
Lamentablemente, si bien la ley tiene por objeto reconocer y regular la pro-
tección más amplia de los derechos de la Naturaleza, aquella no contiene un 
concepto de lo que es la Naturaleza, no define lo que son los derechos de la 
Naturaleza, ni tampoco establece cuántos y/o cuáles son.

Para concluir, hay dos cuestiones importantes adicionales que hay que 
mencionar sobre la juridificación de los animales en la legislación ambien-
tal a nivel federal. La primera es que, desde 1971, con la Ley Federal para 
Prevenir y Controlar la Contaminación Ambiental, siguiendo con la Ley 
Federal de Protección Ambiental de 1982, y hasta la vigente LGEEPA, la 
juridificación de los animales ha estado presente tanto en estas tres leyes 
como en leyes sectoriales, sean consideradas o no propiamente ambienta-
les. Así, por ejemplo, coexistió en su momento con estas tres leyes la Ley 
Federal de Caza, la cual fue publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 5 de enero de 1952, que fue abrogada por la Ley General de Vida Sil-
vestre (en adelante, LGVS). Esta última ley fue publicada en el Diario Ofi-
cial de la Federación el 3 de julio de 2000, y es la que se encuentra vigente, 
coexistiendo con la LGEEPA. En todas estas leyes los animales han sido 
juridificados a través de diversos nombres, particularmente los de “fau-
na”, “fauna silvestre”, “especies”, “especies silvestres”, “especies nativas”, 
“especies migratorias”, “especies animales”, “vida silvestre”, “organismos 
vivos”, “ejemplares y poblaciones”, “recursos naturales”, y, por supuesto, 
el de “animales”, “animales silvestres”, “animales domésticos” y “animales 
de compañía”. Otra ley que quizá no habría de considerarse propiamente 
sectorial ambiental, pero que ha sido fundamental en la juridificación del 
animal es la Ley Federal de Sanidad Animal (en adelante LFSA), publicada 
en el Diario Oficial de la Federación el 25 de julio de 2007, y que abrogó a su 
antecesora, del mismo nombre, de 1993.

Una segunda cuestión es que todas las leyes vigentes a las que hice re-
ferencia con anterioridad contienen normas jurídicas de protección rela-
cionadas con el concepto del bienestar animal, si bien están muy lejos de 
referirse a normas jurídicas vinculadas a los derechos de los animales. Por 
ejemplo, la LGEEPA contiene disposiciones jurídicas sobre el trato digno 
y respetuoso a los animales (con el propósito de evitar la crueldad contra 
ellos); la LGVS contempla algunas normas jurídicas en relación con el bien-
estar animal y el bienestar de los ejemplares de especies silvestres, así como 
con el maltrato y la crueldad en contra de los animales o de la fauna silves-
tre, y la LFSA comprende disposiciones jurídicas sobre el bienestar animal 
y el sacrificio humanitario.
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IV. Reflexión final

Como reflexión final en este trabajo, es importante destacar que la juridifi-
cación de los animales en el derecho ambiental está sustentada, in genere, por 
siete grupos de normas jurídicas, algunas internacionales, otras nacionales, 
según corresponda: i) normas vinculadas al aprovechamiento de los animales 
bajo una óptica rentable o productiva; ii) normas relacionadas con la conser-
vación de los animales como recursos naturales, iii) normas de protección de 
ciertas especies o sus hábitats; iv) normas enlazadas a una protección amplia 
u holística de tipo ambiental y de preservación y restauración del equilibro 
ecológico, enfocadas mayormente a la protección colectiva y no individual; 
v) normas desarrolladas a partir de los conceptos de biodiversidad y susten-
tabilidad; vi) normas que incorporan fundamentos de bienestar animal, y 
vii) normas que reconocen derechos a los animales por la vía indirecta o por 
extensión a partir de normas que reconocen derechos de la Naturaleza.

Es contundente el hecho de que prácticamente toda la normatividad 
ambiental (tanto internacional como nacional) relacionada con los anima-
les ha sido de tipo antropocéntrico, y ha estado orientada a beneficiar a 
los seres humanos. Sin embargo, es importante considerar que aun en este 
esquema normativo, tradicional, el derecho ambiental ha logrado cobijar a 
los animales a través de normas relacionadas con la conservación, con una 
protección integral u holística, con la preservación y restauración del equi-
libro ecológico, con moratorias o prohibiciones, o con conceptos como el 
de la biodiversidad o la sustentabilidad. A estas hay que agregar, también, 
normas ambientales vinculadas al concepto de bienestar animal, las cuales 
abarcan normas de protección destinadas, entre otras, a prohibir el maltrato 
animal o a fomentar el trato digno y respetuoso hacia los animales.

Sin importar la diversidad de denominaciones que los animales hayan 
recibido en todos los procesos de juridificación ambiental identificables, ta-
les como los de “recursos naturales”, “especies”, “fauna silvestre”, “vida 
silvestre”, “especímenes”, “poblaciones”, “ejemplares”, “animales”, o por 
el nombre de la especie misma, ha predominado la visión cosificadora del 
animal; esto es, un tipo de tratamiento jurídico que los considera cosas en 
propiedad. Esto no debe prolongarse hacia un futuro indefinido. Si bien 
debe reconocerse que aun bajo modelos normativos tradicionales existen 
logros importantes en la protección animal desde el derecho ambiental —en 
el entendido de que el objeto de esta disciplina es la de proteger el ambiente 
(que significa proteger tanto a la Naturaleza como a los animales)—, debe 
valorarse de manera seria y profunda la importancia de incorporar e incre-
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mentar explícitamente en los cuerpos jurídicos ambientales existentes nor-
mas vinculadas al reconocimiento de los derechos de los animales.
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